TEMA 75 

ARRENDAMIENTOS RÚSTICOS: LEGISLACIÓN ESPECIAL. ÁMBITO DE APLICACIÓN. CONSTITUCIÓN. DERECHOS Y DEBERES DE ARRENDADOR Y ARRENDATARIO. DURACIÓN. EXTINCIÓN. DERECHO DE RETRACTO. LA APARCERÍA. 
LEGISLACIÓN ESPECIAL
 

Los escasos preceptos que el C.c dedica a los arrendamientos rústicos y las disposiciones generales de las obligaciones y contratos basadas en el principio de la autonomía de la voluntad y en el liberalismo económico a ultranza, pronto resultaron inaplicables para regular un contrato que según el primer censo agrícola del país servía de marco jurídico para la explotación del 22 % de la superficie cultivable de España. Se inició con ello una legislación intervencionista que culminó con la Ley de 1935 que permaneció vigente hasta la de 31 diciembre de 1980.

 

La Constitución española de 1978 encomienda a los poderes públicos, en el art. 130.1, la modernización y desarrollo de todos los sectores económicos y, en particular, de la agricultura, de la ganadería, de la pesca y de la artesanía, a fin de equiparar el nivel de vida de todos los españoles. En consecuencia, el establecimiento de una adecuada regulación de los arrendamientos rústicos, en cuanto coadyuva a la modernización de las explotaciones agrarias, se convierte, no ya en un instrumento de política económica y social, sino también en un mandato constitucional dirigido a los poderes públicos, concretamente al Estado (art. 149.1.8ª Constitución). Fruto de todo lo cual es la nueva LAR de 26 noviembre 2003 (ampliamente modificada por la Ley 30 noviembre 2005) que tiene como orientación fundamental lograr una flexibilización del régimen de los arrendamientos rústicos en España, siguiendo la senda abierta por la Ley de 4 julio 1995, que han de conducir a una mayor movilidad de la tierra y a la modernización de nuestras explotaciones agrarias.
La nueva LAR de 26 noviembre 2003 persigue que las explotaciones agrarias tengan una estructura adecuada para que puedan generar empresas viables y niveles de renta satisfactorios. Su aprobación se debe a las reformas de la política agraria común en la UE que exigen unas explotaciones de dimensiones superiores a las anteriores y una correlativa dinamización del mercado de la tierra.

Uno de los principios fundamentales de la nueva LAR es lograr una flexibilización del régimen de los arrendamientos de esta especie, siguiendo los pasos de la LAU de 1995 que sustituyó los plazos anteriores por unos más breves de 5 años. Llama también la atención, desde un punto de vista formal, la gran reducción del número de artículos respecto a la anterior.

ÁMBITO DE APLICACIÓN

1. ÁMBITO MATERIAL> Art.1. Arrendamiento rústico: “Se considerarán arrendamientos rústicos aquellos contratos en cuya virtud se ceda temporalmente una o varias fincas para su aprovechamiento agrícola, ganadero o forestal a cambio de precio o renta.

Estos contratos se regirán por lo expresamente acordado por las partes, siempre que no se oponga a la misma ley, supletoriamente el Código Civil, y en su defecto por los usos y costumbres que les sean aplicables
.

Tendrán también la misma consideración los arrendamientos de explotaciones agrícolas, pecuarias o forestales [...]”, entendiéndose por tal aquellas que ya estén constituidas con anterioridad o al tiempo de celebrar el contrato (art.2). 

Sin embargo, los arts.5 y 6 excluyen de la ley los contratos de recolección de cosechas a cambio de una parte de los productos, y, en general los de realización de faenas agrícolas individualizadas aunque sean retribuidas. Asimismo quedan excluidos:

a) Los arrendamientos de duración inferior al año agrícola.

b) Los arrendamientos de tierras labradas y preparadas por el propietario.

c) Los que tengan por objeto fincas adquiridas por causa de utilidad pública o de interés social.

d) Los que tengan por objeto:

1. Aprovechamiento de rastrojeras y en general otros de carácter secundario.

2. Aprovechamientos destinados a semillar o mejorar barbechos.

3. La caza.

4. Explotaciones ganaderas de carácter industrial, o destinadas a la estabulación de ganado.

5. Cualquier otra actividad distinta a la agrícola, ganadera o forestal.

e) Los arrendamientos que afecten a bienes comunales, bienes de propios y montes vecinales en mano común.

El art.7 añade que tampoco será de aplicación esta Ley a los arrendamientos incluidos en la LAU ni tampoco a aquellos que tengan por objeto fincas en las que concurra alguna de las circunstancias siguientes:

a) Constituir suelo urbano o urbanizable.

b) Ser accesorias de edificios o de explotaciones ajenas al destino rústico, siempre que el destino ajeno sea superior a éste en más del doble.

Si, vigente el contrato, sobreviniera alguna de las circunstancias citadas, el arrendador podrá poner término al arrendamiento con un preaviso de 1 año (art.7.2).

Además, el art.4 aclara por su parte que “Una misma finca puede ser susceptible de varios arrendamientos simultáneos, cuando cada uno tenga como objeto distintos aprovechamiento compatibles y principales”. Ahora bien, “salvo pacto en contrario, en los arrendamientos rústicos no se considerarán incluidos otros aprovechamientos de distinta naturaleza, como los de caza” (art.4.2).

De la misma forma que la LAR anterior, la nueva, el arrendatario tiene derecho a determinar el tipo de cultivo (art.8.1), por ello serán nulos los pactos que impongan al arrendatario cualquier restricción sobre los cultivos o sobre el destino de los productos, salvo los que tengan por finalidad evitar que la tierra sea esquilmada o sean consecuencia de la normativa comunitaria o de disposiciones legales o reglamentarias (art.8.1).

2. ÁMBITO TERRITORIAL> La nueva LAR se aplicará en todo el territorio nacional, sin perjuicio de la aplicación preferente de la normativa que dicten las Comunidades Autónomas con competencias en materia de Derecho foral (DF 2ª).

3. ÁMBITO TEMPORAL> La LAR se aplicará a todos los contratos celebrados desde el día de su entrada en vigor. Los anteriores se regirán por la antigua Ley (DT 1ª).

CONSTITUCIÓN

1. CAPACIDAD> La nueva LAR introduce importantes novedades al respecto, como es la posibilidad de celebrar el contrato cualquier persona física o jurídica que tengan capacidad para contratar y las comunidades de bienes dedicadas a actividades agrarias
. Además se suprime el requisito de ser profesional de la agricultura (a pesar de que se reintroduce el concepto a otros efectos). Las personas jurídicas requerirán tener por objeto social la realización de actividades agrícolas y, en su caso, complementarias (art.9.3). También podrán ser arrendatarias las Entidades Públicas facultadas para ello (art.9.5). En cambio, no podrán ser arrendatarios las personas físicas que sean ya titulares de una o varias explotaciones que excedan de lo establecido por las Comunidades Autónomas, sin que puedan exceder de 500 Hectáreas de secano ni de 50 para regadío (art.9.6). Tampoco podrán ser arrendatarias las personas o entidades extranjeras salvo: los pertenecientes a la UE (o espacio económico europeo, o que tengan convenio con España), los residentes permanentes, y cuando exista convenio o reciprocidad (art.9.7).

El art.10 dispone: “Los arrendamientos otorgados por usufructuarios, superficiarios, enfiteutas u otros de análogo derecho de goce sobre la finca se resolverán al extinguirse el derecho del arrendador, salvo que no haya terminado el año agrícola, en cuyo caso subsistirá hasta que concluya […]”. 

2. FORMA> El art.11 LAR dispone que “Los contratos de arrendamiento rústico deberán constar por escrito, pero en cualquier momento, las partes podrán compelerse a formalizarlos en documento público, en cuyo caso los gastos serán de cuenta del solicitante. También podrán compelerse a formar inventario de los bienes arrendados, que deberá existir siempre en los “contratos de explotación”. Los contratos serán comunicados a las CC.AA. para su inscripción en el Registro Gral. de Arrendamientos Rústicos (DA 3ª).

3. RENTA> Según el art.13, será libremente estipulada por las partes y se fijará en dinero aunque hubiese sido convenida en especie. Además, las partes podrán establecer el sistema de su actualización, que a falta de pacto lo será con relación al IPC. Cuando el precio se fije en una cantidad alzada para todo el tiempo del arrendamiento, a falta de pacto entre las partes, se dividirá por la duración anual pactada para determinar la cantidad que habrá de ser pagada cada año.

Art.14: “El pago de la renta se verificará en el lugar y forma pactados, en su defecto según la costumbre y en último término se abonará por años vencidos, en metálico en el domicilio del arrendatario. En cualquier caso, el arrendador deberá entregar al arrendatario recibo del pago”.

El art.15 dispone “Todas las cantidades que deba abonar el arrendador y que sean repercutibles al arrendatario podrán ser exigidas por aquel desde el momento en que las haya satisfecho“, expresando todas sus circunstancias. El impago de tales cantidades equivaldrá al impago de la renta (art.15.2). El derecho a repercutir prescribirá al año de haberse efectuado el pago por el arrendador (art.15.3). 

En fin, el art.16 dice que “El arrendatario, a falta de convenio en contra, podrá asegurar la producción de la finca contra los riesgos normalmente asegurables“, pudiendo repercutir contra el arrendador la cuantía correspondiente. 

DERECHOS Y DEBERES DE ARRENDADOR Y ARRENDATARIO

La regulación de esta materia ha seguido a la precedente pero simplificando y aclarando sus términos
. El art.17 (siguiendo el principio general del la Ley anterior) dispone que “El arrendador y el arrendatario están obligados a permitir la realización de las obras, reparaciones y mejoras que deba o pueda realizar la otra parte del contrato.

Tales reparaciones y mejoras se realizarán en la época del año y en la forma que menos perjudiquen, salvo que no puedan diferirse”.

A) OBLIGACIONES DEL ARRENDADOR> El art.18 declara que “El arrendador, si derecho a elevar por ello la renta, realizará todas las obras y reparaciones necesarias para conservar la finca en estado de servir para el aprovechamiento o explotación al que fue destinada por el contrato.

Si, una vez requerido el arrendador, no realizara estas obras, el arrendatario podrá optar entre compelerle judicialmente a ello, resolver el contrato u rebajar proporcionalmente la renta, o por realizarlas él mismo [...]”.

Cuando la finca arrendada sufra daños no indemnizables por fuerza mayor cuyo coste sea superior al importe de una anualidad de renta, el arrendador no estará obligado a dicha reparación [...] en cuyo caso el arrendatario podrá optar por rescindir el contrato o continuar el arrendamiento pero con una renta menor (art.18. in fine).

Asimismo, el art.19 añade que “Corresponden al arrendador las obras, mejoras o inversiones que, por disposición legal o resolución judicial o administrativa firmes, o por acuerdo firme de la Comunidad de Regantes para el cambio de sistema de riego, hayan de realizarse sobre la finca arrendada“. Ahora bien, cuando tales obras supongan un incremento de la productividad de la finca, el arrendador tendrá derecho a la revalorización proporcional de la renta y, en su caso, a la rescisión del contrato (art.19.2).

B) OBLIGACIONES DEL ARRENDATARIO> Según el art.20 le corresponde realizar las reparaciones, mejoras o inversiones que sean propias del empresario agrario en el desempeño ordinario de su actividad así como las que vengan impuestas por disposición legal o por resolución judicial o administrativa firme, o por citado acuerdo de la Comunidad de Regantes [...] sin que por ello tenga derecho a disminución de la renta, ni a prórroga del arriendo, salvo que se establezca otra cosa.

En segundo lugar, el arrendatario puede hacer desaparecer los elementos que separen varias fincas dentro de una misma explotación, sin perjuicio de devolver las cosas a su estado primitivo cuando termine el contrato (art.20.2). El art.20.3 señala que “Las mejoras hechas durante el arrendamiento se presume que han sido efectuadas a cargo del arrendatario”, por eso, a la conclusión de arrendamiento el arrendatario tendrá derecho a una indemnización por el aumento de valor de la finca a causa de tales mejoras siempre que se hayan realizado con el consentimiento del arrendador (art.20.4). 

Por último, el art.21 dispone que “Las mejoras útiles y voluntarias, cualquiera que sea su naturaleza, realizadas por el arrendatario, se regirán por lo acordado entre las partes y, en su defecto, por lo dispuesto en el Código Civil para el poseedor de buena fe”.

En lo que se refiere a la CESIÓN Y SUBARRIENDO del contrato el art.23 dispone que “Para la cesión y subarriendo, se estará a lo pactado por las partes pero, en todo caso, deberá referirse la totalidad de la finca o explotación y deberá convenirse por todo el tiempo que reste de contrato, por una renta no superior a la pactada.

El arrendatario no podrá ceder o subarrendar la finca o explotación sin el consentimiento expreso del arrendador.

Dicho consentimiento no será necesario cuando la cesión o subarriendo se realice a favor del cónyuge o de los descendientes del arrendatario […]”
.
DURACIÓN

Otra de las importantes novedades que introdujo la nueva LAR fue la reducción de los plazos de duración mínima del contrato de 5 a 3 años. Sin embargo, la Ley de 30 noviembre 2005 recupera la duración mínima de 5 años siguiendo el criterio de la Ley de 4 julio 1995 que ya reformó la LAR de 1980 en lo que se refiere a la duración de los arrendamientos, suprimiendo las prórrogas legales y estableciendo un nuevo plazo de duración mínima de 5 años frente a los 21 a que daba lugar la anterior regulación. 

Ahora bien, la reforma de 1995 puso de manifiesto que, modificada de esa forma la duración, se venía abajo la piedra angular sobre la que se construyeron tanto la Ley de 1935 como la de 1980, pues, en realidad, lo que se había hecho al negar las prórrogas legales era un cambio de sistema que se venía a aproximar al Código Civil de 1889. 

Así, ahora el art.12: “Los arrendamientos rústicos tendrán una duración mínima de 5 años. Será nula y se tendrá por no puesta toda cláusula por la que las partes estipulen una duración menor”. Si las partes no hubieren estipulado una duración mayor, el arrendamiento se entenderá celebrado por un plazo de 5 años (art.12.2). Para que el arrendador pueda recuperar la finca al término del contrato deberá notificárselo fehacientemente al arrendatario con un año de antelación; de lo contrario el contrato se entenderá prorrogado por un periodo de 5 años más, y así sucesivamente en tanto no se produzca la denuncia del contrato (art.12.3).

En fin, el art.22.1 LAR dispone que “El adquirente de la finca, aun cuando estuviese amparado por el art.34 LH, quedará subrogado en todos los derechos y obligaciones del arrendador, y estará obligado a respetar el plazo que reste de duración mínima del contrato o de su prórroga en curso”. Si el tercero careciere de la condición de tercero hipotecario deberá respetar la duración total pactada (art.22.1 in fine). Pero en cualquier caso, el art.11.2 LAR exige que “La escritura publica de enajenación de la finca exprese la circunstancia de si ésta se encuentra o no arrendada, como condición para su inscripción en el Registro de la Propiedad”, supliendo con ello las dudas que se habían originado con la nueva LAR entre los Registradores a la hora de proceder a inscribir dichas escrituras.

EXTINCIÓN

Establece el art.24 que el arrendamiento termina en los siguientes casos:

a) Por pérdida total de la cosa arrendada y por expropiación forzosa cuando sea también total. Si la pérdida o la expropiación es sólo parcial el arrendatario tiene opción para continuar en el arriendo, reduciendo proporcionalmente la renta.

b) Por expiración del término convencional o legal y de la prórroga, en su caso.

c) Por mutuo acuerdo de las partes.

d) Por desistimiento unilateral del arrendatario.

e) Por muerte del arrendatario, quedando a salvo el derecho de sus sucesores legítimos
.

f) En los arrendamientos efectuados a favor de personas jurídicas o de comunidades de bienes, desde el momento mismo en que se extinga la persona jurídica o la comunidad.

g) Por resolución del derecho del arrendador.

h) Mediante resolución o rescisión del contrato en los supuestos legalmente contemplados.

Por lo que se refiere a la resolución, el art.25 dispone que “El contrato se resolverse a instancia del arrendador por alguna de las causas siguientes:

a) Falta de pago de la renta y de las cantidades asimiladas a la misma.

b) Incumplir gravemente la obligación de mejora o de transformación de la finca.

c) No explotar la finca, aún parcialmente, o destinarla, en todo o en parte, a fines o aprovechamientos distintos a los previstos contractualmente. 

d) Subarrendar o ceder el arriendo con incumplimiento de los requisitos necesarios para ello. 

e) La aparición sobrevenida de alguna de las circunstancias contempladas en el art. 7.1.

f) Causar graves daños en la finca, con dolo o negligencia manifiesta.

Y en cuanto a la rescisión, el art.26 establece que “Tanto el arrendador como el arrendatario podrán rescindir el contrato por el incumplimiento de la otra parte de la obligación de satisfacer gastos de conservación y mejora, en los términos de los arts.18 y ss de esta Ley“.

 

Finalmente, según el art.27: “El arrendatario saliente debe permitir al entrante el uso del local y demás medios necesarios para las labores preparatorias del año siguiente y, recíprocamente, el entrante tiene la obligación de permitir al saliente lo necesario para la recolección y aprovechamiento de los frutos, en la forma prevista en el artículo 1.578 del Código Civil”.

DERECHO DE RETRACTO

Una de las novedades más importantes de la redacción originaria de la nueva LAR fue la desaparición de los derechos de tanteo y retracto en aras de la libre circulación de la tierra. Sin embargo, la Ley de 30 noviembre 2005 los reintroduce en el texto de la ley. 

Como señala la Exposición de Motivos de la Ley 26 noviembre 2003, se ha estimado oportuno suprimirlos en aras de la libre circulación de la tierra, ya que implicaban una notable limitación de la propiedad y no propiciaba que los propietarios arrendasen sus tierras (VI.5). La Ley de 1980 contemplaba el acceso del arrendatario a la propiedad de la finca por una serie de medios, entre los que destacaba los derechos de tanteo y de retracto
. 
El art.22 en su apartado 2º y ss establece que “En toda enajenación de fincas rústicas […], el arrendatario que sea agricultor profesional o sea alguna de las entidades a las que se refiere el art.9.2, tendrá derecho de tanteo y retracto”. A tal efecto, el transmitente notificará de forma fehaciente al arrendatario su propósito de enajenarla junto con los demás elementos esenciales del contrato (art.22.2.II). El arrendatario podrá ejercitar este derecho en el plazo de 60 días hábiles a contar desde que hubiere recibido la notificación; en caso contrario podrá ejercitarlo en el plazo de 60 días desde que hubiera tenido conocimiento de la transmisión por cualquier medio (art.22.2.II). En cualquier caso, la escritura de enajenación deberá notificarse fehacientemente al arrendatario para que pueda ejercitar el derecho de retracto o, en su caso, el de adquisición preferente. El mismo derecho le corresponderá en el caso de que no se le hubiere notificado previamente la decisión de enajenar la finca (art.22.3). El ap.4º exige que “Para inscribir en el Registro de la Propiedad los títulos de adquisición inter vivos de fincas rústicas arrendadas, deberá justificarse la práctica de la notificación que establece el apartado anterior”.

El ap.5º señala que “No procederán los derechos de tanteo, retracto o adquisición preferente en los siguientes casos:

a) En las transmisiones a título gratuito cuando el adquirente sea descendiente o ascendiente del transmitente, pariente hasta el 2º grado de consaguinidad o afinidad o cónyuge.

b) En la permuta de fincas rústicas cuando se efectúe para agregar una de las fincas permutadas y siempre que sean inferiores a 10 Hectáreas de secano, o a una de regadío, los predios que se permutan”.   

Los derechos de tanteo, retracto y adquisición preferente serán preferentes respecto a cualquier otro de la misma naturaleza, salvo el retracto de colindantes del art.1523 C.c, que prevalecerá sobre éstos cuando las fincas no excedan de una Hectárea (art.22.6).

Por lo demás, “Cuando se trate de fincas de aprovechamientos diversos concedidas a diferentes arrendatarios sobre la totalidad de la finca, el tanteo y el retracto corresponderá ejercitarlo solamente al que lo sea del aprovechamiento principal; si hubiera varios, al que tuviera la condición de agricultor joven, y, de haber más de uno con esta condición, al más antiguo en el arrendamiento” (art.22.7).

Ap.8: “Cuando sean varios los arrendatarios de partes diferentes de una misma finca o explotación, habrá que cumplir las obligaciones de notificación con cada uno de ellos, y el derecho de tanteo y retracto podrá ejercitarlo cada uno  por la porción que tenga arrendada. Si alguno de ellos no quisiera ejercitarlo, por su parte, podrá hacerlo cualquiera de los demás, y será preferente el que tuviera la condición de agricultor joven y, en su defecto, o en caso de ser varios, el más antiguo”.

Ap.9: “En los casos de fincas de las que solo una parte de su extensión haya sido cedida en arriendo, los derechos regulados en los apartados anteriores se entenderán limitados a la superficie arrendada. A tal efecto, el documento por el que sea formalizada la transmisión de la finca deberá especificar, en su caso, la cantidad que del total importe del precio corresponde a la porción dada en arriendo”.
 

 LA APARCERÍA

La nueva LAR actualiza el régimen de las aparcerías, en dos sentidos:

a) Suprimiendo el requisito de que el dueño de la finca aporte, por lo menos, un 25 % del valor total del ganado, maquinaria y capital circulante, suprimiendo, por tanto, la distinción entre aparcería y arrendamiento parciario.

b) Introduciendo una referencia a la aparcería asociativa.

El art.28 define la aparcería como “aquel contrato por el que el titular de una finca o explotación cede temporalmente su uso y disfrute o el de alguno de sus aprovechamientos, así como el de los elementos de la explotación, ganado, maquinaria o capital circulante, conviniendo con el cesionario aparcero repartirse los productos por partes alícuotas en proporción a sus respectivas aportaciones”. El mismo artículo en su 2º párrafo añade que “Se presumirá, salvo pacto en contrario, que el contrato de aparcería no comprende relación laboral alguna entre cedente y cesionario; pero de pactarse expresamente se aplicará, además, la legislación correspondiente”, salvo que el aparcero sólo aporte su trabajo personal y, en su caso, una parte del capital que no exceda del 10 % del valor total, en cuyo caso, como dice el art.30, deberá serle garantizado el salario mínimo que corresponda al tipo de actividad que realice, y cumplirse, en general, lo dispuesto en la legislación laboral y de la Seguridad Social.

RÉGIMEN JURÍDICO> El art.29 establece que “A falta de pacto expreso, de normas forales y de costumbre, se aplicarán las disposiciones del presente Capítulo y, supletoriamente, las normas sobre arrendamientos rústicos contenidas en los Capítulos correspondientes de la LAR. 

No obstante, tratándose de mejoras impuestas por la Ley o por resolución judicial o administrativa firme o acuerdo firme de la Comunidad de Regantes, deberán llevarse a cabo por las partes con arreglo a lo pactado entre ellas y, a falta de pacto, el contrato podrá resolverse a instancia de cedente o cesionario”.

DURACIÓN> El art.31 dispone que la duración de este contrato será libremente pactada por los interesados, y en defecto de pacto, se entenderá celebrado por 1 año agrícola, entendiéndose prorrogado por un plazo de 1 año, en los mismos términos que los señalados para el arrendamiento en el art.12. En los contratos de duración anual o inferior, la notificación previa de finalización se efectuará, al menos, con 6 meses de antelación […].

LA APARCERÍA ASOCIATIVA

 Por último el art.32 se refiere a la aparcería asociativa, entendiendo por tal “aquellos contratos en los que 2 o más personas aporten o pongan en común el uso y disfrute de fincas, capital, trabajo y otros elementos de producción, con la finalidad de constituir una explotación agrícola, ganadera o forestal, o de agrandarla, acordando repartirse el beneficio que obtengan proporcionalmente a sus aportaciones […]”. Y añade que “se regirán por las reglas de su constitución y, en su defecto, por las del contrato de sociedad, sin perjuicio de que les sean también aplicables, en su caso, las reglas sobre gastos y mejoras establecidas para los arrendamientos”. 








José MARTÍNEZ RIPA

Logroño, a 25 diciembre de 2005
 pepemripa@yahoo.es

� Nota: Este tema no recoge íntegramente el contenido de la Ley para poder “encajarlo en tiempo”, pero sí los aspectos más importantes, a mi juicio, de la misma. Por eso, recomiendo una primera lectura del tema con la LAR delante para cotejar su contenido.


� Este artículo consagra el principio de la autonomía de la voluntad, en todo aquello que no sea contrario al muy limitado contenido imperativo de la Ley (Exp. M. IV.1º).


� Exp. M. IV.2º. 


� Exp. M. VI.6º.


� En contra del sistema anterior, se permite la cesión o el subarriendo, pero limitándose el importe de la renta del subarriendo para evitar que se comercie con las tierras por intermediarios especulativos. Para ello se ha tenido en cuenta que mediante la cesión a la aportación quizá a una sociedad del contrato se fomentará en algunos casos el agrandamiento de las unidades, lo que, junto a otros instrumentos de política estructural (como, por ejemplo, el fomento de la incorporación de jóvenes o los planes de mejora), ha de contribuir a la modernización de las explotaciones. Exp. M. VI.7º. La nueva LAR se aleja, por tanto, del principio “emptor non tenetur colono” recogido en el art.1571 C.c, disponiendo lo contrario (Exp. M. VI.7º). 


� Como vemos, el art. 24 recoge, como una de las causas de terminación del arrendamiento, la muerte del arrendatario, quedando a salvo el derecho de sus sucesores legítimos. En tal caso, a falta de designación expresa efectuada por el testador, los sucesores tendrán que escoger entre ellos, por mayoría, al que se subrogará en las condiciones y derechos del arrendatario fallecido. Dándose esta última circunstancia, será necesaria la correspondiente notificación por escrito al arrendador, en el plazo de un año desde el fallecimiento. 


� Dichos derechos existían en los casos de enajenación inter-vivos de fincas rústicas arrendadas, de su nuda propiedad, de porción determinada o de una participación indivisa de las mismas. 
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